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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 
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OLGA MARINA GALLEGO ALZATE Y OTROS
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SALUDCOOP

Magistrado Ponente:  
 JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
RESPONSABILIDAD MÉDICA / NEGLIGENCIA EN LA ATENCIÓN. [L]o que está en entredicho aquí es el hecho de que, por las condiciones que presentaba la paciente, era necesario que se le dispensara un trato diferente al que se le dio, con cierta prioridad. Y entiende la Sala, como lo hizo la funcionaria de primer grado, después de leer la historia clínica y los antecedentes que de Martha Rosa Alzate se tenían, que así debió ser, ya que recurrentemente estuvo consultando por sus dolores abdominales. Como bien se resume en el fallo, y es lo que muestra la prueba documental, el dolor era persistente, de varios días de evolución, a lo que se suma que la paciente registraba antecedentes de hipertensión arterial, gastritis y diabetes mellitus, además de que venía de una reciente operación, todo lo cual hacía urgente su atención, con un propósito claro: el de brindarle una oportunidad para salvar su vida, que es lo que aquí se discute. Ni siquiera con esas precedentes patologías, que, como lo dice el perito, la ponían en un estado crítico, en la medida en que la evolución no era favorable, se le practicó la cirugía que tenía pendiente que, está dentro de las probabilidades, hubiera podido servir para paliar sus afecciones. Solo unos meses después de la muerte, se le informó a uno de sus familiares que la intervención había sido autorizada. DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN – NIEGA. En lo que hace al daño a la vida de relación, la situación es diversa, porque, como viene de verse, ni en la demanda se adujo un hecho concreto sobre la forma en que se alteraron las condiciones de vida de los demandantes, ni se aportó prueba alguna de ello. Dicho de otro modo, como ya lo ha señalado esta Sala en otras oportunidades, las manifestaciones que contiene la demanda sobre su causación, se quedaron en meros enunciados, sin respaldo probatorio, distinto a lo que se dijo por los testigos sobre el padecimiento que han sufrido por la muerte de la madre, que involucra el daño moral ya analizado. Pero ninguna evidencia se tiene sobre aquellos aspectos que pudieran haber incidido en un cambio de sus condiciones de vida, o que les hayan impedido continuar con sus roles habituales, o con su existencia en un contexto normal, bien en lo familiar, en lo social, o en lo cultural. No es suficiente para ello, señalar, como lo hace un testigo, que a uno de los demandantes le ha correspondido preparar sus propios alimentos. Y se recuerda que un daño solo debe repararse una vez, como en este caso, en el que la evidente aflicción que causó la pérdida de la progenitora tuvo reconocimiento desde el ámbito moral. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre veinte de dos mil diecisete
Expediente:  66001-31-03-004-2012-00320-01
Acta Nº 485 de septiembre 19 de 2017
Decide la sala el recurso de apelación interpuesto por la demandada contra la sentencia del 19 de diciembre de 2014, dictada por el juzgado cuarto Civil del circuito de Pereira en el proceso ordinario de responsabilidad médica qué Olga Marina Gallego Alzate, María Isabel Gallego Alzate, Esther Julia Gallego Alzate, Carlos Enrique Gallego Alzate, Germán Alonso Rendón Alzate, Ovidio de Jesús Rendón Alzate, Blanca Cecilia Rendón Alzate y Alba Lucía Gallego Alzate, le promovieron a Saludcoop -Entidad Promotora de Salud Organismo Cooperativo "Saludcoop". 

ANTECEDENTES 
Pidieron los demandantes que se declarara que los padecimientos, agravación y posterior muerte de Martha Rosa Alzate de Rendón, ocurrida el 23 de agosto de 2008, fue causada por negligencia y omisión administrativa de la demandada; en consecuencia, que se le condenara a reparar integralmente los daños causados, que concretaron en la restitución de los dineros pagados por concepto de derechos, copagos o similares por razón de los servicios prestados a la paciente; la indemnización de los daños morales y a la vida de relación; la satisfacción y garantía de no repetición; y la actualización de las condenas. 

El relato fáctico se resume en que Marta Rosa Alzate de Rendón, quién era el eje central de su familia, para el mes de marzo de 2008, sintió un dolor qué le atravesaba hasta la espalda, razón por la cual consultó con el servicio médico de la demandada; le ordenaron unos exámenes y le diagnosticaron cálculos en la vesícula; fue remitida al gastroenterólogo, le practicaron otros estudios y la trasladaron a Armenia para extraerle los cálculos. Pasados unos días volvió a sentir cólicos, regresó a la clínica y cuándo desapareció el dolor le dieron de alta, lo que ocurrió varias veces. 

Para el mes de julio, en vista de que el dolor persistía, le ordenaron una nueva cirugía por la que se les exigió un copago de $132.000,oo y quedaron de avisarles sobre la fecha para realizar el procedimiento; quince días después, la señora Marina Gallego reclamó en la entidad por la demora y nuevamente le dijeron que la llamarían; pasados otros quince días, fue necesario consultar nuevamente por urgencias a eso de las 10:30, le inyectaron un calmante; estuvo en observación todo el día y en horas de la noche empezó con cólicos muy fuertes sobre los que los médicos decían que no podían hacer nada; su deterioro progresó; se les pidió un electro, que realizaron veinte minutos después; a las dos horas del día siguiente, su cara, la planta de los pies y las piernas se empezaron a poner verdes y los médicos insistían en que eran nervios; luego se puso helada y en su desesperación pedía que la "rajaran" para que le quitaran el dolor; a las 3:30 dijo que quería vomitar y expulsó un líquido amargo, como baba de color verde; a las 9:30, la paciente ya no reconocía a sus hijos y sobrinos; a las 10:15 hubo cambio de médico, quien no supo responder a qué hora se había descompensado la paciente. Luego, examinada por el cirujano, llamó a Germán para decirle que ya no la podía operar, la pasaron a la unidad de cuidados intensivos y media hora más tarde les anunciaron que había muerto; la médica trato de explicarles que la vesícula se había infectado, tenía un sangrado interno y con la presión alta y la deficiencia renal había generado un paro cardiaco. Para completar, aunque ella falleció el 23 de agosto de 2008, comenzando el mes de octubre, una funcionaria de la demandada llamó a su hija Marina para informarle que el 14 de ese mes se realizaría la cirugía pendiente. 

A partir de allí describieron en extenso los que denominaron "múltiples errores y omisiones", derivados de la historia clínica. 

La demanda fue admitida el 30 de octubre de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, entonces competente. Acudió Saludcoop EPS a dar respuesta, en la que se opuso a las pretensiones, se refirió a los hechos y propuso las excepciones que denominó "discrecionalidad y autonomía técnico-científica de las instituciones y médicos tratantes que no vincula a la EPS Saludcoop", "cumplimiento de las obligaciones contractuales y legales por parte de Saludcoop EPS" y la usual y mal denominada genérica. 
En síntesis, la primera se hizo consistir en que en el servicio de salud cada una de las personas, naturales y jurídicas, actúan bajo su absoluta responsabilidad y no existe el deber objetivo de cuidado o de vigilancia frente a las personas contratadas; es decir, no puede esperarse que la EPS tenga un vigilante para cada uno de los actos de los médicos e instituciones que contrata; su responsabilidad llega hasta la selección del personal y de las instituciones prestadoras de salud y la disponibilidad de los recursos físicos y técnicos para la atención de los usuarios. 

Y la segunda, en que no es obligación de la EPS la prestación directa de los servicios de salud, sino la de disponer y preparar un conjunto de personas (instituciones prestadoras de servicios de salud y profesionales de la salud) calificado y con medios adecuados para lograr un fin determinado que es la prestación del plan obligatorio de salud. Además, dar garantía de que los servicios se prestan efectivamente a todos aquellos afiliados que los requieren, de acuerdo con los criterios científicos de las instituciones y médicos tratantes. De manera que la EPS no puede ser civilmente responsable por los daños derivados del hecho del profesional o de la institución médica que los causó. 

Se llevó a cabo la audiencia de que trata el artículo 77 del Código de procedimiento laboral (f. 173, c. 1), en la que se decretaron las pruebas, que fueron practicadas en gran parte por los jueces laborales. 

El 26 de julio de 2012, por competencia, fue remitida la actuación a los juzgados civiles del circuito de Pereira y le correspondió conocer al cuarto de esa especialidad, donde se gestionaron las pruebas que estaban pendientes. Surtido el traslado para alegar de conclusión, las partes guardaron silencio y procedió el juzgado a dictar el fallo respectivo (f. 451, c. 1), en el que declaró imprósperas las excepciones y la responsabilidad civil atribuida a la demandada, a la que condenó a pagar a los demandantes perjuicios por el daño moral y a la vida de relación; negó las restantes pretensiones y condenó en costas a la demandada. 

En resumen, dijo el despacho que: (i) en la demanda se ejercitaron conjuntamente la acción hereditaria y la personal, lo que es inviable en un mismo trámite, en particular si la primera es consecuencia de la ejecución de un contrato de prestación de servicios de salud, y trajo a colación un referente de esta Sala; (ii) Esther Julia Gallego Alzate y Fabio Humberto Ospina Gallego no acreditaron las calidades en que intervinieron, por tanto, carecen de legitimación en la causa; (iii) la paciente fue diagnosticada con una colelitiasis y tenía pendiente una cirugía electiva, que no fue programada, a pesar de su edad, de las frecuentes consultas por urgencia con sintomatología repetida y sus diferentes dolencias; (iv) a pesar de la falta de necropsia para establecer la causa de la muerte, no puede exonerarse a la demandada de responsabilidad, además, porque los exámenes practicados fueron inadecuados y la atención fue indebida, ya que nunca se averiguó en debida forma cuál era la razón de la persistencia en los síntomas; (iv) se deduce del análisis de la historia clínica que se le negó la oportunidad de vida a la paciente y fue sometida a condiciones que hicieron indignos sus últimos días; (v) sobre las pretensiones referidas a la satisfacción y garantía de no repetición, expuso que tales obligaciones carecen de regulación legal y en nada contribuyen a resarcir el daño, tanto más cuando no se ha probado dolo; (vi) se refirió al daño moral y en cuanto al daño emergente, señaló que por tratarse de una pretensión de orden contractual y venir soportado en copia inauténtica, su reconocimiento era improcedente; (vi) finalmente analizó el daño a la vida de relación y le dio mayor connotación respecto de los hijos que vivían con la víctima directa. 
 Apelaron ambas partes y la actuación subió a esta sede, donde el apoderado judicial de los demandantes desistió de la alzada. 

Los argumentos de la demandada, que fueron expuestos en primera instancia, después de hacer un recorrido por lo que enseña la historia clínica y las razones del juzgado para tasar el daño, se sintetizan en qué: (i) hubo una valoración parcial del acervo probatorio pues la EPS Saludcoop no está llamada a asumir las irregularidades presuntas ejecutadas por un tercero, cuya actuación estuvo regida por un acuerdo contractual, bajo el principio de confianza, sujeto a las decisiones discrecionales del equipo de salud de la IPS que trató a la paciente; (ii) la sentencia contempla probabilidades que en el campo de la medicina nos inadmisibles, pues se descarta la existencia de un cuadro clínico con signos y manifestaciones clínicas de alteración de la vía biliar que sugirieran una cirugía urgente, lo que descarta que una alteración de tal índole fuera la causa de la muerte, como lo señala el dictamen rendido; su ocurrencia fue un evento fortuito, irresistible para el equipo de salud y para la EPS; (iii) es decir, que no se acreditó la relación de causalidad, como se desprende del dictamen, en que se aludió a una shock cardiogénico; (iv) la parte demandante no acreditó la culpa médica e institucional, ni los daños reclamados. 

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales concurren todos, y no se avista causal de nulidad que pueda dar al traste con la actuación, de manera que la decisión será de fondo. 
2. Para desenlazar este asunto, es pertinente recordar que la competencia del superior es restringida, incluso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, que lo rige, ya que el artículo 357 de ese estatuto señala que el superior solo puede ocuparse de aquello que fue motivo de apelación. De esta suerte, como la parte demandante desistió de la alzada, esta se restringirá a los planteamientos de la demandada. 
  



Esto es relevante, porque el Juzgado concluyó, con apoyo en una decisión de esta Sala, que es inviable acumular pretensiones de tipo contractual con otras de orden extracontractual cuando la víctima fallece, respecto de lo cual, simplemente se señala que la hermenéutica de ese texto luce equivocada en la medida en que, precisamente, lo que evidencia el pasaje transcrito (f. 458), es que ambas reclamaciones son viables si se invocan, una iure hereditatio, y la otra, iure propio, solo que en el caso del pasajero fallecido, el Código de Comercio limitaba, para la época en que se promovió la demanda (lo que hoy fue modificado por el CGP), su ejercicio en un solo proceso. En los demás casos, como el de la responsabilidad médica, nada impide tal acumulación, siempre que se distingan unas peticiones de otras, como acontecía aquí, en la medida en que se invocaban unas condenas a favor de la sucesión (iure hereditatio) y otras para los demandantes en su calidad de víctimas de rebote (iure propio). Sin embargo, como los demandantes desistieron de su recurso, profundizar en este aspecto resulta intrascendente. 
   



Lo mismo sucede con la decisión de negar las pretensiones a Esther Julia Gallego y Fabio Humberto Ospina Gallego (f. 469). 

3. Dicho lo anterior, sigue que el asunto se contrae a la deprecada responsabilidad extracontractual, respecto de la cual están legitimados por activa los demandantes Olga Marina Gallego Alzate (f. 142), María Isabel Gallego Alzate (f. 45), Leonel Gallego Alzate (f. 39), Carlos Enrique Gallego Alzate (f. 42), Germán Alonso Rendón Alzate (f. 40), Alba Lucía Gallego Alzate (144), Julio César Rendón Alzate (f. 44), Ovidio de Jesús Rendón Alzate (f. 38), Blanca Cecilia Rendón Alzate (f. 43), en su calidad de hijos de la víctima, señora Martha Rosa Alzate de Rendón
Y por pasiva, a pesar de que la demandada evadió referirse a la afiliación al contestar el hecho quinto, la historia clínica aportada, muestra que Martha Rosa Alzate de Rendón, fue atendida como afiliada en condición de beneficiaria (f. 54, 56, 58, 60, 62, para citar algunos). 
 



En esa medida, y como quiera que uno de los argumentos que blande la recurrente estriba en que la EPS, por un principio de confianza, estaba sujeta a las decisiones discrecionales del equipo de salud de la IPS que trató a la paciente y por ello no le cabe responsabilidad, lo que redundaría en una falta de legitimación en la causa por pasiva, de una vez se recuerda, que esta Sala  tiene definido de tiempo atrás
, y en ello se ha sostenido
, que
:  
“…con la expedición de la Ley 100 de 1993, se introdujo un sistema integral que comprendió las pensiones, los riesgos profesionales y la salud. Dentro del sistema de seguridad social en salud, fueron establecidas, entre otras, las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS). A las primeras se les responsabilizó de “la afiliación, y el registro de los afiliados y del recaudo de sus cotizaciones, por delegación del Fondo de Solidaridad y Garantía.” Adicionalmente, se señaló que su “función básica será organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados…” (art. 177, Ley 100 de 1993). Específicamente, se les fijó entre muchas, la función de “Establecer procedimientos para controlar la atención integral, eficiente, oportuna y de calidad en los servicios prestados por las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”
Y a las segundas, se les cargó con la prestación de los servicios de salud en su nivel de atención correspondiente a los afiliados y beneficiarios, dentro de los parámetros y principios señalados en la misma Ley; reiterados en el artículo 178, esto es, la calidad y la eficiencia; propendiendo por la libre concurrencia en sus acciones, proveyendo información oportuna, suficiente y veraz a los usuarios, y evitando el abuso de la posición dominante en el sistema. 

Así que en conjunto, están llamadas a prodigar al usuario los servicios respectivos con arreglo a tales principios, pues si no ocurriere así, toda trasgresión de sus deberes que cause un perjuicio al afiliado (aportante o beneficiario), las hará responsables, contractual o extracontractualmente, según que quien reclame sea directo contratante, o las personas a quienes por la ineficiente prestación del servicio se les cause un agravio, aun cuando no medie con ellas un vínculo jurídico.
Ello, con apoyo en lo que, también insistentemente, ha señalado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. En una decisión de meridiana claridad sobre el asunto
, que ha sido ratificada posteriormente
-
, dijo la alta Corporación:

En punto a la legitimación en la causa por pasiva, la demanda se dirige contra la Entidad Promotora de Salud Sanitas S.A. y la Asociación Médica de Especialistas Pragma S.A.-Clínica Pragma S.A. por la muerte de Aream Alexánder Verano Garzón a consecuencia de la intervención quirúrgica practicada el 23 de diciembre de 1997, la infección posterior a la cirugía, falta de seguimiento, control o atención oportuna, y por consiguiente, la inobservancia de su deber legal de garantizar la adecuada prestación de los servicios de salud previstos en el POS para obtener el mejor estado de salud de sus afiliados, lo cual pone de presente el interés para deducir en su contra la pretensión.  

Pertinente advertir, en las voces del artículo 177 de la Ley 100 de 1993 (D.O. 41148, 23 de diciembre de 1993), por la cual se crea el sistema de seguridad social integral conformado con los regímenes de pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios sociales complementarios definidos por la ley para la efectiva realización de los principios de solidaridad, universalidad y eficiencia enunciados en el artículo 48 de la Constitución Política, la función básica de las Entidades Promotoras de Salud de “organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados”, y la de “establecer procedimientos para controlar la atención integral, eficiente, oportuna y de calidad en los servicios prestados por las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud” (artículo 177, num. 6º, ibídem, subraya la Sala), que les impone el deber legal de garantizar la calidad y eficiencia de los servicios de salud, por cuya inobservancia comprometen su responsabilidad, sea que lo presten directamente o mediante contratos con las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) y profesionales respectivos (artículo 179, ejusdem).  

Es principio del sistema organizado, administrado y garantizado por las Entidades Promotoras de Salud (EPS), la calidad en la prestación de los servicios de salud, atención de las condiciones del paciente según las evidencias científicas, y la provisión “de forma integral, segura y oportuna, mediante una atención humanizada” (artículo 153, 3.8, Ley 100 de 1993).  

En idéntico sentido, las Entidades Promotoras de Salud (EPS), son responsables de administrar el riesgo de salud de sus afiliados, organizar y garantizar la prestación de los servicios integrantes del POS, orientado a obtener el mejor estado de salud de los afiliados, para lo cual, entre otras obligaciones, han de establecer procedimientos garantizadores de la calidad, atención integral, eficiente y oportuna a los usuarios en las instituciones prestadoras de salud (art. 2º, Decreto 1485 de 1994).   

Igualmente, la prestación de los servicios de salud garantizados por las Entidades Promotoras de Salud (EPS), no excluye la responsabilidad legal que les corresponde cuando los prestan a través de las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) o de profesionales mediante contratos reguladores sólo de su relación jurídica con aquéllas y éstos. Por lo tanto, a no dudarlo, la prestación del servicio de salud deficiente, irregular, inoportuna, lesiva de la calidad exigible y de la lex artis, compromete la responsabilidad civil de las Entidades Prestadoras de Salud y prestándolos mediante contratación con Instituciones Prestadoras de Salud u otros profesionales, son todas solidariamente responsables por los daños causados, especialmente, en caso de muerte o lesiones a la salud de las personas.  

La responsabilidad de las Entidades Prestadoras de Salud (EPS), es contractual o extracontractual.  Con relación al afiliado o usuario, la afiliación, para estos efectos, materializa un contrato, y por tanto, en línea de principio, la responsabilidad es contractual, naturaleza expresamente prevista en los artículos 183 de la Ley 100 de 1983 que prohíbe a las EPS “en forma unilateral, terminar la relación contractual con sus afiliados”, y los artículos 16 y 17 del Decreto 1485 de 1994, relativos a los “contratos de afiliación para la prestación  del Plan Obligatorio de Salud que suscriban las Entidades Promotoras de Salud con sus afiliados” y los planes complementarios. Contrario sensu, la responsabilidad en que pueden incurrir las Entidades Promotoras de Salud (EPS) respecto de terceros perjudicados por los daños al afiliado o usuario con ocasión de la prestación de los servicios médicos del plan obligatorio de salud, es extracontractual.  

Ahora, cuando se ocasiona el daño por varias personas o, en cuya causación intervienen varios agentes o autores, todos son solidariamente responsables frente a la víctima (art. 2344, Código Civil; cas. civ. sentencias de 30 de enero de 2001, exp. 5507, septiembre 11 de 2002, exp. 6430; 18 de mayo de 2005, SC-084-2005], exp. 14415).

Ostensible, es la legitimación en la causa por pasiva de la Entidad Promotora de Salud Sanitas S.A. y la Asociación Médica de Especialistas Pragma S.A.-Clínica Pragma S.A., de quienes, según quedó sentado, se pretende la responsabilidad civil solidaria por los daños reclamados a título personal por el hijo, padres y hermanas a causa del fallecimiento de Aream Alexánder Verano con ocasión de la prestación de los servicios médicos.

De manera que, producida la afiliación de un usuario a una EPS, a esta le incumbe actuar con esmero y cuidado en la atención que le dispense, sea que lo haga directamente, o bien, por medio de las instituciones prestadoras del servicio de salud, en cuyo caso, en una y otra, de manera solidaria, si de una mala práctica médica se trata, recae la responsabilidad, con independencia de que sea la última la que preste efectivamente el servicio. Y solidaria, se dice, porque, según se viene señalando, en asuntos de responsabilidad civil es claro el artículo 2344 del Código Civil al sentar que “Si un delito o culpa ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa, salvas las excepciones de los artículos 2350 y 2355”. 

   



Corolario de lo dicho es que, producto de la aludida solidaridad, nada se oponía a la convocatoria por pasiva de la EPS demandada. 
Con esto, se responde al primer cuestionamiento de la entidad demandada. 
4. El segundo aspecto, guarda relación con el nexo causal. La recurrente aduce que la sentencia parte de probabilidades que en el campo de la medicina son inadmisibles, ya que se "descarta la existencia de un cuadro clínico con signos y manifestaciones clínicas de alteración de la vía biliar que sugirieran una cirugía urgente, lo que descarta que una alteración de tal índole fuera la causa de la muerte, como lo señala el dictamen rendido; su ocurrencia fue un evento fortuito, irresistible para el equipo de salud y para la EPS”.
Al margen del análisis que se hará en torno a dicho nexo, es evidente que la impugnante parte de una premisa equivocada, en la medida en que el dictamen pericial que cita, nunca fue valorado por el Juzgado; y no podía serlo, por cuanto fue desechado, según se lee en el auto del 15 de marzo de 2012 (f. 342, c. 1), con la complacencia de las partes, que nada replicaron sobre esa particular decisión, en atención a que el perito omitió resolver el cuestionario que se puso a su consideración; en esa misma providencia, se dispuso la práctica del peritaje por un auxiliar designado por la Facultad de Medicina de la Universidad de Caldas. 

  
En todo caso, la sustentación del recurso refiere que ni con la historia clínica, ni con las demás pruebas recaudadas, que son pocas, logra establecerse ese vínculo causal entre la atención brindada a la paciente y su muerte.
    



Para dilucidar este aspecto, se rememora, como ya lo ha sostenido esta Corporación
, y lo ha reiterado
, que la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente. 
De otro lado, como regla general, al médico se le atribuye un compromiso frente a la comunidad y a sus pacientes, en tanto se le confían derechos personalísimos como la salud y la vida, por lo que su quehacer debe cumplirlo con esmero y cuidado, ya que “La medicina es una profesión que tiene como fin cuidar la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, no de orden económico-social, racial, político y religioso. El respeto por la vida y los fueros de la persona humana constituyen su esencia espiritual. Por consiguiente, el ejercicio de la medicina tiene implicaciones humanísticas que le son inherentes”. (art. 1°, Ley 23 de 1981). En virtud de ello, un débito esencial del galeno es poner al servicio del paciente todos sus conocimientos con el fin de preservar esos elementales derechos. 

    



Como lo que se adquiere es un compromiso de actuar dentro de los postulados legales y de la ciencia propia, de antaño se admite que la actividad médica involucra obligaciones de medio y no de resultado, a pesar de que, excepcionalmente, el galeno se pueda comprometer con este; por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo, deba probar su culpa
. 

   



Dentro de esas obligaciones está la que señala el  artículo 10 de la Ley 23 de 1981, norma según la cual, “El médico dedicará a su paciente el tiempo necesario para hacer una evaluación adecuada de su salud e indicar los exámenes indispensables para precisar el diagnóstico y prescribir la terapéutica correspondiente”; aunque no basta con ello, pues también tiene como regla “considerar y estudiar al paciente, como persona que es, en relación con su entorno, con el fin de diagnosticar la enfermedad y sus características individuales y ambientales, y adoptar las medidas, curativas y de rehabilitación correspondiente. Si así procede, a sabiendas podrá hacer contribuciones a la ciencia de la salud, a través de la práctica cotidiana de su profesión (art. 1°, numeral 2° de la citada Ley), en tanto que “La relación médico-paciente es elemento primordial en la práctica médica. Para que dicha relación tenga pleno éxito debe fundarse en un compromiso responsable, leal y auténtico, el cual impone la más estricta reserva profesional” (numeral 4, ib.).
  



El diagnóstico, entonces, constituye una fase en la cual el médico debe auscultar a su paciente para determinar el cuadro clínico que presenta para, con base en él, tomar las medidas que sirvan a la salud del mismo: tratamientos, medicamentos, intervenciones quirúrgicas, hospitalización, atención ambulatoria, o cualquiera otra que deba adoptar. A partir del mismo, el médico tratante de un paciente, debe estar atento a su desenvolvimiento clínico y, mirado como persona que es, velar porque sus condiciones mejoren o, al menos, se mantengan estables, en cuanto le sea posible. Lo que no puede ocurrir es que lo deje a su propia suerte sin averiguar la causa que lo disminuye física o mentalmente. En ese esmero que se le impone, estima la Sala que cuando uno o varios profesionales que atienden a un paciente dejan de lado las condiciones especiales que el mismo reviste, para ver en ellas la urgencia de que se le practique una intervención que ha sido ordenada con antelación, se desvían de las reglas que les impone la lex artis, porque desconocen los principios que se acaban de relacionar.

En el caso de ahora, se insiste en ello, la prueba allegada para acreditar la culpa médica y el nexo causal, se reduce, básicamente, a la historia clínica y al dictamen rendido por el profesional designado por la Universidad de Caldas. Ni otros documentos, ni testimonios técnicos, como suele ocurrir en este tipo de procesos, fueron allegados.
Ahora bien, ese dictamen no cumple, en su mayor parte, ninguna de las exigencias del artículo 237 del CPC, vigente para cuando fue rendido, norma que impone que sea claro, preciso y detallado, además de que se expliquen los exámenes, experimentos e investigaciones efectuados, así como los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones. En adición, el artículo 241 siguiente, manda al juez que al momento de apreciarlo, tenga en cuenta la firmeza, precisión y calidad de tales fundamentos.

Está bien que el pilar del mismo sea un cuestionario amplio formulado por una de las partes, con preguntas que, incluso, como el perito lo dijo, escapan a sus conocimientos o son aspectos de derecho que no tiene por qué responder; pero, que así sea, no significa que el auxiliar se limite a contestar, como autómata, sí o no, sin la más mínima explicación, porque entonces, el conocimiento que el juez quiere o debe obtener por intermedio del experto, se queda en nada, en cuanto lo que se requiere es saber por qué la atención médica, en un caso como el de ahora, pudo ser deficiente, o si es que no lo fue, también debe concretarse la razón de ello.

Recientemente
 recordó la Corte, sobre tales requisitos,

En avenencia con lo sostenido por la Sala en esa sazón, si la firmeza y calidad del dictamen se basa en la fuerza expositiva de los argumentos, sus explicaciones, conclusiones lógicas y la buena calidad de las comprobaciones y métodos, un trabajo que solamente se sustente en la simple descripción física del predio e inferencias subjetivas del experto, cual se aprecia en los peritajes practicados en primera instancia, se queda en una mera opinión sin apoyo alguno, para lo cual no se requiere de especiales conocimientos, sino de información media o común. Es que la tarea pericial debe explicitar la información y metodología empleadas, con una apropiada ilación lógica, que tenga sostén en las reglas, los métodos y procedimientos científicos o técnicos de la ciencia, la técnica o el arte que lo orienten y exhiban los perfiles propios de la objetividad y fuerza persuasiva que reclama el proceso judicial, pues de lo contrario deja traslucir una sola conjetura del perito, que de ese modo no puede ofrecer el conocimiento especializado requerido conforme a la respectiva área.

Cambiando lo que hay que cambiar, ya que en este caso se trataba de obtener información del perito sobre la atención médica brindada a la paciente, lo dicho por él no pasó de ser una simple opinión, según lo considera el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria en la especialidad civil, dado que ninguna explicación se brindó sobre una cuestión especializada como esta.

Lo que sí puede rescatarse, es la respuesta a la pregunta catorce (f. 34), referida a si corresponde a una atención integral y eficaz que el cirujano valore a un paciente 22 horas después del ingreso por un dolor abdominal, a lo cual respondió (f. 447) que "No. El tiempo de atención de un enfermo lo da las características de cada paciente, su cuadro clínico, patología de base y comorbilidades, así que frente a un paciente crítico o que no mejora con las medidas terapéuticas instauradas, debe aunarse todos los esfuerzos para proporcionarle en forma rápida y oportuna una atención médica integral con el fin de mejorar su condición clínica y salvaguardar su vida”.
Esta afirmación del experto, que sí se puede considerar, tiene mucho qué ver con la historia clínica aportada que, aunque en copia simple, puede ser valorada en este caso por varias razones: la primera, que no fue controvertida por la demandada en ninguna de las fases del proceso, como en alguna ocasión lo consideró la Corte
; y la segunda, que la misma demandada se ha valido de ella para soportar sus excepciones y sus alegaciones, en primera y segunda instancia, lo que también destacó la alta Colegiatura, al señalar
: 
Finalmente la Sala hace notar, por ser ese su deber, una deficiencia conceptual, que debe ser aclarada, así: 

El Tribunal valoró en toda su dimensión la prueba traslada del proceso penal que cursa por el mismo accidente automotor que aquí se estudia, sin observar la existencia de una falta formal en el trámite de la misma, por cuanto no se hicieron las anotaciones y requerimientos que  exige el artículo 185 del estatuto procesal civil para su adecuada incorporación; no obstante ello, es evidente que al ser utilizado ese medio documental como soporte de sus argumentaciones tanto por la parte demandante como por la demandada, a pesar de esa falencia, releva a la Corte de restarles el valor probatorio correspondiente;  lo anterior a más que no fue atacado ese error por vía del recurso extraordinario. 

Las formas procesales son establecidas en nuestra legislación para proteger a las partes el debido proceso a través del derecho de defensa y de contradicción; tiene como fundamento otorgar la certeza de que cada medio probatorio reúne las condiciones para su adecuada valoración, pues está adornado de la fuerza requerida para asumirlo como instrumento de búsqueda de la verdad y otorgamiento de la justicia. Empero, si las partes aceptan la presencia de una prueba que adolece de alguna de esas ritualidades y la utilizan sin reato, no es el funcionario judicial el llamado a eliminarla del acervo, pues se presumen cumplidos, para ellas, en el ambiente del específico litigio, los derechos fundamentales aludidos y protegidos por la Carta superior, salvo lógicamente que se trate de solemnidades que en rezago del principio de tarifa legal, necesiten obligatoriamente el cumplimiento de una determinada exigencia.

De la lectura de ese legajo, surge como causa de la muerte de la paciente un paro cardio-respiratorio que le sobrevino cuando era trasladada a la unidad de cuidados intensivos (f. 107, c. 1); y de allí deduce la impugnante que se rompió el nexo causal, por cuanto el problema que la llevó a la última consulta fue de tipo biliar y la cirugía que estaba programada, no era urgente. Sin embargo, lo que está en entredicho aquí es el hecho de que, por las condiciones que presentaba la paciente, era necesario que se le dispensara un trato diferente al que se le dio, con cierta prioridad.

  

Y entiende la Sala, como lo hizo la funcionaria de primer grado, después de leer la historia clínica y los antecedentes que de Martha Rosa Alzate se tenían, que así debió ser, ya que recurrentemente estuvo consultando por sus dolores abdominales. Como bien se resume en el fallo, y es lo que muestra la prueba documental, el dolor era persistente, de varios días de evolución, a lo que se suma que la paciente registraba antecedentes de hipertensión arterial, gastritis y diabetes mellitus, además de que venía de una reciente operación, todo lo cual hacía urgente su atención, con un propósito claro: el de brindarle una oportunidad para salvar su vida, que es lo que aquí se discute. Ni siquiera con esas precedentes patologías, que, como lo dice el perito, la ponían en un estado crítico, en la medida en que la evolución no era favorable, se le practicó la cirugía que tenía pendiente que, está dentro de las probabilidades, hubiera podido servir para paliar sus afecciones. Solo unos meses después de la muerte, se le informó a uno de sus familiares que la intervención había sido autorizada.

 

Nada más véase cómo, la nota de enfermería dejada el 22 de agosto de 2008 a las 14:02 (f. -106), muestra de la desidia con la que venía siendo atendida: "INGRESA PIE FEMENINA DE 77 AÑOS DE EDAD EN COMPAÑÍA DE FAMILIAR PTE CON AP DE COLEDOCOLITIASIS Y COLELITIASIS DESDE HACE 6 MESES LA PTE TIENE PENDIENTE CX CON CUADRO CLINICO DE UNA DEMANA DE DOLOR TIPO COLICO EN HIPOCONDRIO DERECHO QUE NO MEJORA CON ANALGESIA, QUE SE ASOCIA ESCALOFRÍO Y FIEBRE WX POR MEDICO DE TURNO DEJA EN OBSERVACIÓN E INICIA TTO PENDIENTE POR VX POR CX CALCULO DE LA VESICULA BILIAR”.

 

Entonces, es una doliente de 77 años, de recurrentes consultas por su problema biliar; pendiente de una cirugía desde varios días atrás; con antecedentes de hipertensión y diabetes mellitus, que estaba recién intervenida, que no presentó mejoría con el tratamiento que se le dispensó desde cuando fue sometida a otra operación (f. 60). Todo ello encaja en lo que señala el perito, en cuanto a que desde sus primeras consultas han debido extremarse con ella las medidas tendientes a brindarle una oportunidad de sobrevivir, entre la que cuenta la intervención quirúrgica que, a la postre no se le realizó; o de una atención por médicos especialistas que efectuaran un diagnóstico adecuado a su padecimiento y dispusieran un tratamiento oportuno. No era dado, en esas condiciones, esperar a un estado crítico, como el que presentó desde el 22 deagosto y empeoró el 23, porque, para ese momento, como anunció el cirujano, ya había riesgos en la realización en el procedimiento, que la familia, dice la historia, no aceptó (f. 106). Nótese, incluso, que su último ingreso fue el 22 de agosto de 2008, a las 11:10:34 (f. 60) y solo el 23 de agosto, a las 9:51, es valorada por un médico cirujano (f. 106), a la vez que, a las 11:45 de ese día, se comentó con un intensivista -que no la valoró-, si se entiende, como lo explicó la representante legal de la demandada, que "comentar a un paciente" es un mecanismo que "se emplea cuando el cirujano o especialista de turno se encuentra en un lugar distante a donde está el paciente, específicamente por estar atendiendo otras necesidades propias del servicio " (f. 184). 

  

Se identifica la Sala, en consecuencia, con el análisis de primer grado, que concluyó en la responsabilidad de la prestadora del servicio, y por contera, de la EPS demandada, según se analizó, con lo que esa parte del fallo ​será prohijada. 
5.
Resta, por tanto, aludir a los perjuicios reconocidos, porque en sentir de la recurrente ni el daño moral, ni el de la vida de relación, fueron acreditados.



Últimamente
 reiteró esta Corporación que;
“el daño moral se refleja en la esfera interior de la persona, por el dolor, la aflicción, la congoja que padece, producto de una lesión que se le ha infligido; en tanto que, el daño a la vida de relación, obedece a las consecuencias de orden externo que de allí emergen, por la frustración que se le causa en lo social, en lo familiar, en lo cotidiano. Es, diríase, soportar un cambio en las condiciones normales de vida, contra la voluntad de la persona que ha padecido el daño. Son especies del llamado daño extrapatrimonial, sobre el que recientemente recordó la Corte
 que:
En tratándose de esta clase de daño, propio es notar que él puede materializarse, de un lado, en el ámbito puramente interior de la víctima, ocasionándole dolor, frustración, impotencia o hiriendo su autoestima, entre muchas hipótesis más; y, de otro, en el campo de su vida exterior, restringiendo su interactuación con las demás personas, con las cosas del mundo y/o, en general, con el entorno.

8.2.2. Sobre los "perjuicios en precedencia señalados, la Corte tiene dicho que aquellos “se identifica[n] con la noción de daño moral, que incide o se proyecta en la esfera afectiva o interior de la persona, al generar sensaciones de aflicción, congoja, desilusión, tristeza, pesar, etc."] que los otros vienen a ser “el denominado daño a la vida de relación, que se traduce en afectaciones que inciden en forma negativa sobre [la] vida exterior, concretamente, alrededor de [la]'... actividad social no patrimonial…’ (…)” y que si bien es verdad que esas “categorías, (...) recaen sobre intereses, bienes o derechos que por su naturaleza extrapatrimonial o inmaterial resultan inasibles e inconmensurables, en todo caso, ello no impide que, como medida de satisfacción, el ordenamiento jurídico permita el reconocimiento de una determinada cantidad de dinero, a través del llamado arbitrium judicis, encaminada, desde luego, más que a obtener una reparación económica exacta, a mitigar, paliar o atenuar, en la medida de lo posible, las secuelas y padecimientos que afectan a la víctima" (CSJ, SC del 13 de mayo de 2008, Rad. n.° 1997-09327-01).

8.2.3. En ese mismo fallo, se añadió:
(...) Pues bien, las circunstancias que se derivan del orden constitucional vigente, y la preocupación que, desde siempre, ha mostrado la Corte por adecuar su actuación a los cambios jurídicos, sociales o económicos, y garantizar en forma cabal y efectiva la observancia de los derechos fundamentales de las personas, ameritan que la Sala deba retomarla senda de lo que otrora se determinó, para ocuparse nuevamente del estudio del daño a la persona y, en particular, de una de las consecuencias que de él pueden derivarse, cual es el daño a la vida de relación.

Se trata de una institución estructurada y desarrollada pol​la jurisprudencia y la doctrina foráneas, en especial la italiana, en torno de la cual, de tiempo atrás, se expresaba: 'Todavía más fuerte y viva se muestra dicha exigencia en el intento realizado por la doctrina reciente, de configurar un caso típico de daño personal, el inferido a la integridad física, traspasando el límite hasta ahora respetado, de las consecuencias de carácter típicamente patrimonial. La cuestión es que tales lesiones, aún en el caso más interesante que es cuando no se presentan estas consecuencias patrimoniales (como en el ejemplo del sujeto que no tiene ingresos), constituyen siempre un daño y más precisamente, implican un perjuicio a la vida asociada, o como se suele decir, a la vida de relación. En efecto, el lesionado viene a perder en todo o en parte, por un período más o menos largo, o inclusive por toda la vida, la posibilidad de dedicarse a esa vida de relación (vida social, deportiva, etc), con todo el cúmulo de satisfacciones y placeres que ella comporta, y sufre así un daño que también merece ser tenido en cuenta' (Scognamiglio Renato, El daño moral - Contribución a la teoría del daño extracontractual, Bogotá, 1962, pág. 22). 
En la actualidad, algunos autores también lo definen como "... el daño que sufre un sujeto a consecuencia de una lesión a su integridad psicofísica o a la salud, consistente en la disminución de las posibilidades de desarrollar normalmente su personalidad en el ambiente social (Bianca C. Massimo, Dirítto Civile, V, La Responsabilita, Giuffré, Milano, 1994, pag. 184).

“Como se observa, a diferencia del daño moral, que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo, el daño a la vida de relación constituye una afectación a la esfera exterior de la persona, que puede verse alterada, en mayor o menor grado, a causa de una lesión infligida a los bienes de la personalidad o a otro tipo de intereses jurídicos, en desmedro de lo que la Corte en su momento denominó ‘actividad social no patrimonial”.

Dicho con otras palabras, esta especie de perjuicio puede evidenciarse en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad. Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales hasta lo más simple se puede tomar difícil. Por lo mismo, recalca la Corte, la calidad de vida se ve reducida, al paso que las posibilidades, opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel de dificultad aumenta considerablemente. Es así como de un momento a otro la víctima encontrará injustificadamente en su camino obstáculos, preocupaciones y vicisitudes que antes no tenía, lo que cierra o entorpece su acceso a la cultura, al placer, a la comunicación, al entretenimiento, a la ciencia, al desarrollo y, en fin, a todo lo que supone una existencia normal, con las correlativas insatisfacciones, frustraciones y profundo malestar (ibídem). 

  

Y se concluyó en la providencia citada que el arbitrio judicial que se menciona, parte de que el daño esté probado. La cuestión es que en estas materias, el perjuicio moral admite unas reglas de convicción un tanto más laxas que en el daño a la vida de relación, en la medida en que, para aquel, se aceptan, en general, presunciones, de hombre, incluso, que dejan ver que los familiares más cercanos, sin perjuicio de que existan otras personas que de rebote sufran las consecuencias del daño irrogado a la víctima, quedan marcados por la tristeza de perder a su ser querido, o de verlo postrado y sufriendo por las consecuencias de la lesión
.
 

Para el daño a la vida de relación, en cambio, la prueba tiene que orientarse de manera diferente
, porque no basta esa cercanía, sino que es menester demostrar con suficiencia de qué manera se alteraron las condiciones de vida de quien pretende su reconocimiento, o las de la víctima, si es que se reclama iure hereditatis.



En el proceso está acreditado el parentesco de los demandantes con la víctima, según se vio al definir la legitimación en la causa por activa. Con lo que, con apoyo en la aludida presunción, bien puede inferirse que padecieron al ver las circunstancias que rodearon la atención hospitalaria de Martha Rosa Alzate y siguen sufriendo su pérdida, lo cual fue refrendado por los testigos escuchados, Luz Mila Valencia Cardona (f. 198, c. 1) y Óscar Fernando Valencia Cardona (f. 199, c. 1). 

 

Ahora bien, el Juzgado condenó a la demandada a pagar por el primer rubro, a cada uno de los referidos demandantes, una suma equivalente a 100 salarios mínimos, que para la época actual equivaldrían a $73’771.700,oo.
  

En esa tasación, siguiendo los parámetros que viene fijando la jurisprudencia patria, de reciente data, no tuvo en cuenta dos cosas: la primera, que la Corte Suprema de Justicia ha fijado topes, en la jurisdicción ordinaria, en pesos y no en salarios mínimos, que es lo que ha acostumbrado el Consejo de Estado; y la segunda, que en la sentencia SC13925-2016, ya citada, la alta Corporación ajustó el parámetro para la tasación del daño moral, por vía general, a la suma de $60'000.000,oo, para quienes sufren el mayor rigor del mismo, una vez recordó que “El anterior monto se estima razonable, puesto que esta Sala, en circunstancias fácticas similares, ha condenado en el pasado al pago de $53.000.000 (SC del 17 de noviembre de 2011, Exp. 1999-533), y $55.000.000 (SC del 9 de julio de 2012, Exp. 2002-101-01)", monto vigente para cuando se promovió la demanda. 
 

En consecuencia, en el caso de los hijos, que están en el primer grado de parentesco, pero además, se sabe con lo dicho por los testigos que mantenían una buena relación son su madre, la suma que ha debido reconocérseles es de $60'000.000,oo a cada uno, y en ese sentido se modificará dicha condena.
  

En lo que hace al daño a la vida de relación, la situación es diversa, porque, como viene de verse, ni en la demanda se adujo un hecho concreto sobre la forma en que se alteraron las condiciones de vida de los demandantes, ni se aportó prueba alguna de ello. Dicho de otro modo, como ya lo ha señalado esta Sala en otras oportunidades
, las manifestaciones que contiene la demanda sobre su causación, se quedaron en meros enunciados, sin respaldo probatorio, distinto a lo que se dijo por los testigos sobre el padecimiento que han sufrido por la muerte de la madre, que involucra el daño moral ya analizado. Pero ninguna evidencia se tiene sobre aquellos aspectos que pudieran haber incidido en un cambio de sus condiciones de vida, o que les hayan impedido continuar con sus roles habituales, o con su existencia en un contexto normal, bien en lo familiar, en lo social, o en lo cultural. No es suficiente para ello, señalar, como lo hace un testigo, que a uno de los demandantes le ha correspondido preparar sus propios alimentos. Y se recuerda que un daño solo debe repararse una vez, como en este caso, en el que la evidente aflicción que causó la pérdida de la progenitora tuvo reconocimiento desde el ámbito moral. 

  

De manera que, por este factor, se revocará providencia.
    
6.
En resumen, se confirmará el fallo protestado, con excepción del inciso tercero del ordinal tercero que se revocará; en su lugar, se negarán las pretensiones relacionadas con el daño a la vida de relación. 
 
Además, se modificará el inciso segundo, en el sentido de que la condena por perjuicios morales será de $60'000.000,oo a favor de cada uno de los demandantes allí enlistados. 
  
Como consecuencia de lo anterior, la condena en costas, en primera instancia se reducirá al 50% de las causadas. 
  
Ya que la sentencia no se confirma ni se revoca totalmente, no habrá costas en esta sede (art. 392, reglas 3 y 4, CPC). 

 

DECISIÓN
  

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
1.
REVOCAR el inciso segundo del ordinal tercero de la sentencia del 19 de diciembre de 2014, dictada por el Juzgado Cuarto Civil clel Circuito de Pereira, en el proceso ordinario de responsabilidad médica qué Olga Marina Gallego Aizate, María Isabel Gallego Alzate, Esther Julia Gallego Alzate, Carlos Enrique Gallego Álzate, Germán Alonso Rendón Alzate, Ovidio de Jesús Rendón Alzate, Blanca Cecilia Rendón Alzate y Alba Lucía Gallego Alzate, le promovieron a Saludcoop la Entidad Promotora de Salud Organismo Cooperativo "Saludcoop”.
2.
En su lugar, se niega la reclamación de los demandantes por el daño a la vida de relación
3.
 MODIFICAR el inciso segundo del ordinal tercero del fallo, en el sentido de que el valor del perjuicio moral reconocido a cada uno de los demandantes Carlos Enrique Gallego Alzate, Olga Marina Gallego Alzate, Leonel Gallego Alzate, Germán Alonso Rendón Alzate, María Isabel Gallego Alzate, Julio César Rendón Alzate, Ovidio de Jesús Rendón Alzate, Blanca Cecilia Rendón Alzate y Alba Lucía Gallego Alzate, es de $60'000.000,oo.
4.
MODIFICAR el ordinal cuarto, en cuanto a que las costas de primera instancia serán en un cincuenta por ciento (50%) a cargo de la demandada y a favor de los demandantes
5.
CONFIRMARLA en lo demás.
Sin costas en esta instancia   
Notifíquese



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   

DUBERNEY GRISALES HERRERA                                                                                                                                                                 
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